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INTRODUCCIÓN 

 

Durante los diez años de vida de nuestra Carta,  

la Acción de Tutela ha sido el mecanismo más usado 

por las personas, para la solución de sus 

conflictos, esto se debe a su trámite informal y 

sumario, lo que ha llevado a que esta acción, se 

haya convertido, en un fenómeno popular, al 

alcance de todas las clases sociales, pues además 

no exige como otras acciones, la representación 

adjetiva, que es el principal factor para que 

algunos sectores de la sociedad no puedan poner en 

marcha el aparato jurisdiccional del Estado, 

debido a los altos costos que implica el ser 

representado por un abogado titulado, para exigir 

el cumplimiento de sus Derechos. Por lo anterior, 

se presentó una gran avalancha de acciones de 

Tutela, dentro de las cuales no podían faltar las 

Tutelas curiosas e insólitas, que se presentan no 

solamente por la idiosincrasia de nuestro pueblo, 



  

sino a la vez por el bajo nivel de educación y la 

falta de información veraz  y  oportuna. 

 

A pesar de lo anterior, el Honorable Tribunal 

Constitucional ha intentado en varias 

oportunidades definir los alcances de este 

mecanismo, para dar claridad sobre su aplicación, 

oportunidad, efectividad y pertinencia. Es así, 

que encontramos la Sentencia T-013 de 1992 MP. 

Fabio Morón Díaz, el cual señaló, que la Tutela es 

un “(...)mecanismo procesal complementario, 

específico y directo que tiene por objeto la 

protección concreta e inmediata de los derechos 

constitucionales fundamentales, en una determinada 

situación jurídica, cuando éstos sean violados o 

se presente amenaza de su violación, sin que se 

pueda plantear en esos estrados discusión jurídica 

sobre el derecho mismo(...)”1 

                                                                 
1 DATALEGIS. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia T-013 de 1992. M.P. MORÓN DÍAZ FABIO  



  

1.  ACCIÓN DE TUTELA 

 

El artículo 25 de la Convención Americana de los 

Derechos del Hombre (San José de Costa Rica, 

Noviembre de 1969), sobre la protección judicial 

establece:  

“1. Toda persona tiene derecho a un recurso 

sencillo y rápido o a cualquier otro recurso 

efectivo ante los jueces o tribunales competentes, 

que la ampare contra actos que violen sus derechos 

fundamentales reconocidos por la constitución, la 

ley o la presente convención, aun cuando tal 

violación sea cometida por personas que actúen en 

ejercicio de sus funciones oficiales.  

1. Los Estados Partes se comprometen: 

a. A garantizar que la autoridad competente 

prevista por el sistema legal de estado decidirá 

sobre los derechos de toda persona que 

interponga tal recurso; 

b. A desarrollar las posibilidades de recurso 

judicial y,



  

c. A garantizar el cumplimiento, por las 

autoridades competentes, de toda decisión en que 

se haya estimado procedente el recurso”2 

(Subrayado fuera de texto) 

 

Como consecuencia de lo anterior, los estados 

partes de dicha convención, están obligados a 

establecer un mecanismo de protección efectivo de 

los derechos fundamentales de las personas y estos 

son los reconocidos como tales en la constitución, 

en la ley o en las convenciones, tratados o pactos 

internacionales. 

 

Colombia, como Estado parte  de la citada 

Convención, incorporó en la Asamblea Nacional 

Constituyente de 1991, el mecanismo de protección 

de los derechos fundamentales, denominado Acción 

de Tutela, que cumple con los requisitos exigidos 

por el artículo 25 del Pacto de San José; ésta 

acción, está encaminada a la protección de 

                                                                 
2 Convención Americana de los Derechos del Hombre (San José de Costa Rica, Noviembre 



  

derechos individuales, y no colectivos, pues 

estos, tienen sus propios mecanismos  de defensa 

judicial, llamadas Acciones Populares. 

 

Por otra parte, el fundamento de la acción de 

tutela en la Constitución de 1991, se encuentra en 

el preámbulo y en los artículos primero y segundo. 

El preámbulo dice lo siguiente: “ El pueblo de 

Colombia, en ejercicio de su poder soberano, 

representado por sus delegatarios a la asamblea 

nacional constituyente, invocando la protección de 

Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la 

nación y asegurar a sus integrantes la vida, la 

convivencia el trabajo, la justicia, la igualdad, 

el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de 

un marco jurídico democrático y participativo que 

garantice un orden político, económico y social 

justo, y comprometido a impulsar la integración de 

la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona y 

                                                                                                                                                                                         
de 1969). CINU. Biblioteca de las Naciones Unidas. Bogotá D.C. 



  

promulga la siguiente (...)”3 (Subrayado fuera de 

texto) 

De esto se desprende que para asegurar un orden 

político, económico y social justo, el 

constituyente estableció los mecanismos de 

protección, que se encuentran en el Capítulo IV, 

del Título II de nuestra Carta, entre los cuales 

se encuentra la acción de tutela. Por esta razón 

la Acción de Tutela se ha concebido como una 

herramienta de Justicia y de Paz, para garantizar 

el efectivo control del orden constitucional4 

 

El artículo 1 que: “Colombia es un Estado social 

de derecho, organizado en forma de república 

unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 

entidades territoriales, democrática, 

participativa y pluralista, fundada en el respeto 

de la dignidad humana, en el trabajo y la 

solidaridad de las personas que la integran y en 

                                                                 
3 OLANO GARCÍA Hernán Alejandro, Constitución Política de Colombia e Historia 
Constitucional. Ediciones Doctrina y ley LTDA. Bogotá D.C. 2000. Pg. 125 
4 OLANO CORREA Hernán Alejandro y OLANO GARCIA Hernán Alejandro, Acción de Tutela. 
Ediciones Doctrina y Ley LTDA. Bogotá D.C. 1995. Pg. 9 



  

la prevalencia del interés general”5 (Subrayado 

fuera de texto) 

 

Para la Corte Constitucional, en sentencia T-570 

de 1992, el Estado de Derecho Se define como 

“aquel que consagra, protege y hace efectivo los 

derechos de las personas, sus garantías y los 

deberes. La protección de los Derechos se integra 

como elemento definitorio del Estado Social de 

Derecho”6, además de acuerdo al respeto de la 

dignidad humana, al trabajo y a la solidaridad de 

las personas que integran la nación, surgen unos 

postulados esenciales del Estado, que se 

encuentran consagrados en el artículo 2 de nuestra 

Carta, conforme al cual: “Son fines esenciales del 

Estado: Servir a la comunidad, promover la 

prosperidad general y garantizar la efectividad de 

los principios, derechos y deberes consagrados en 

la Constitución; facilitar la participación de 

todos en las decisiones que los afectan y en la 

                                                                 
5 OLANO GARCÍA. OP CIT. Pg. 127 



  

vida económica, política, administrativa y 

cultural de la nación; defender la independencia 

nacional, mantener la integridad territorial y 

asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de 

un orden justo. 

 

Las autoridades de la república están instituidas 

para proteger a todas las personas residentes en 

Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y 

demás derechos y libertades, y para asegurar el 

cumplimiento de los deberes sociales del Estado y 

de los particulares”7 (Subrayado fuera de texto) 

 

Con base en este artículo, el Estado, para 

proteger y garantizar la efectividad de los 

principios, derechos y deberes consagrados en la 

Constitución, está obligado a utilizar los 

mecanismos necesarios  que garanticen  la vigencia 

de un orden social justo, entre los cuales se 

encuentra la acción de tutela. 

                                                                                                                                                                                         
6 DATALEGIS.OP CIT. Sentencia T-570 de 1992. M.P. SANÍN GREIFFENSTEIN JAIME 



  

 

La acción de tutela, ha desempeñado un papel de 

gran importancia como mecanismo de justicia, de 

control del orden constitucional y del 

cumplimiento de los fines propios del Estado, por 

intermedio de la administración de justicia, en 

donde los jueces actúan de manera imparcial para 

solucionar los problemas, y proteger los derechos 

fundamentales vulnerados o amenazados, que se 

encuentran amparados por la normatividad interna y 

de la misma manera los protegidos y reconocidos en 

los tratados y convenciones internacionales que  

constituyen el bloque de constitucionalidad. Sin 

embargo, esa protección especial de los derechos 

inalienables, a través de esta acción, ha llevado 

a la congestión de los despachos judiciales, 

debido a la poca y deficiente información que se 

tiene sobre este mecanismo, que por ser 

preferente, breve y sumario, se cree que es el 

mecanismo indicado para solucionar cualquier 

                                                                                                                                                                                         
7 OLANO GARCÍA. OP CIT. Pg. 135 



  

diferencia, conflicto o similar, 

desnaturalizándolo, es decir, cambiando su 

finalidad. 

 

1.1. DEFINICIÓN 

 

“La acción de tutela es aquel mecanismo procesal, 

(de carácter alternativo), específico y directo 

del que puede hacer uso toda persona, con el 

objeto de buscar la protección directa e inmediata 

de sus derechos constitucionales fundamentales, 

cuando estos han sido violados o existe amenaza de 

violación o de vulneración por parte de la 

autoridad pública o de un particular encargado de 

la prestación de un servicio o actividad pública”8 

 

El artículo 86 de nuestra Carta Política consagra 

la acción de tutela, conforme al cual: “Toda 

persona tendrá acción de tutela para reclamar ante 

los jueces, en todo momento y lugar, mediante un 

                                                                 
8 IBID. Pg. 344 



  

procedimiento preferente y sumario, por sí misma o 

por quien actúe a su nombre, la protección 

inmediata de sus derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que estos resulten 

vulnerados o amenazados por la acción o la omisión 

de cualquier autoridad pública. 

La protección consistirá en una orden para que 

aquel respecto de quien se solicita la tutela, 

actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será 

de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante 

el juez competente y, en todo caso, este lo 

remitirá a la Corte Constitucional para su 

eventual revisión. 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no 

disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 

que aquella se utilice como mecanismo transitorio 

para evitar un perjuicio irremediable. 

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días 

entre la solicitud de tutela y su resolución. 

La ley establecerá los casos en los que la acción 

de tutela procede contra particulares encargados 



  

de la prestación de un servicio público o cuya 

conducta afecte grave y directamente el interés 

colectivo, o respecto de quienes el solicitante se 

halle en estado de subordinación o indefensión”9 

 

De este artículo podemos resaltar los siguientes 

aspectos: 

 

1.1.1.Toda persona tendrá acción de tutela. Vemos 

claramente que no se distingue el carácter de 

persona natural o jurídica como lo expresa la 

Honorable Corte “ (...), entonces puede afirmarse 

de manera categórica que la norma constitucional 

al referirse a que esta acción la puede incoar 

toda persona, no distingue entre persona natural y 

persona jurídica. Así mismo, las personas 

jurídicas tienen sus propios derechos 

fundamentales. (...)”10. Este tema será tratado 

posteriormente, en el acápite sobre la titularidad 

de la acción de tutela. 

                                                                 
9 IBID. Pg. 343 



  

1.1.2. Ante los jueces. Indica que su conocimiento 

no está abocado a una jurisdicción especial. (No 

quiere decir que no exista la Jurisdicción 

Constitucional como autoridad máxima en este 

campo). 

 

1.1.3. En todo momento y lugar. Refuerza el 

compromiso del Estado de asegurar su presencia en 

todo el territorio nacional. 

 

1.1.4. Mediante un procedimiento preferente y 

sumario. Que indica que la acción debe ser 

tramitada en un termino perentorio y no exige 

formalidades especiales para su ejercicio. 

 

1.1.5. Por sí misma o por quien actúe a su nombre. 

Se refiere a  que la persona para acudir a la 

justicia no requiere estar representada por un 

abogado y se refiere también a la posibilidad de 

que la acción sea intentada por el agente 

                                                                                                                                                                                         
10 DATALEGIS. OP CIT. Sentencia T-201 de 1992. M.P. Cifuentes Muñoz Eduardo 



  

oficioso, por el Defensor del Pueblo o por el 

Personero municipal. 

 

1.1.6. La protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales. Esto no implica 

que solo sean los consagrados en la Constitución 

como tales, esto lo estudiaremos con mayor 

profundidad en el acápite correspondiente a los 

derechos que son protegidos por la acción de 

tutela 

 

1.1.7. Cuando quiera que estos resulten vulnerados 

o amenazados. Es clara la Constitución, al limitar 

la acción a amenazas o vulneraciones presentes, 

pues la Acción de Tutela, no es un mecanismo 

reparador para actuaciones ya consumadas. 

 

1.1.8. Por la acción o la omisión  de cualquier 

autoridad pública. Por actos positivos o negativos 

de la administración, o de los particulares que 

presten servicios públicos, o cuando exista 



  

relaciones de subordinación o dependencia, o cuya 

conducta afecte grave y directamente el interés 

colectivo. 

 

1.2. OBJETO 

 

Según al artículo 86 de la Constitución Política y 

el artículo 1 del Decreto Reglamentario 2591 de 

1991, el objeto de esta acción es el siguiente: 

“Toda persona tendrá acción de tutela para 

reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, 

mediante un procedimiento preferente y sumario, 

por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 

protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que 

estos resulten vulnerados o amenazados por la 

acción o la omisión de cualquier autoridad 

pública”11.  (Subrayado fuera de texto) 

 

                                                                 
11 Decreto reglamentario 2591 de 1991, Diario Oficial. Año CXXVII. No 40165. 19 de 
Noviembre de 1991 



  

Teniendo en cuenta lo anterior, consideramos que 

el objeto primordial de la acción de tutela es la 

protección de los derechos fundamentales e 

inalienables de la persona humana, amparados y 

reconocidos por el orden interno y los tratados, 

convenciones o pactos internacionales. Pero 

además, la acción de tutela también protege 

aquellos derechos que sin estar expresamente 

consagrados en el ordenamiento interno o en los 

tratados internacionales, son de aplicación y 

protección necesaria e inmediata, tal como lo 

veremos en el capítulo correspondiente a los 

derechos que protege la acción de tutela. 

 

Esto lo reafirma la honorable Corte Constitucional 

en Sentencia T-001 de abril 3 de 1992, “La acción 

de tutela es un instrumento jurídico confiado por 

la constitución a los jueces, cuya justificación y 

propósito consiste en brindar a la persona la 

posibilidad de acudir sin mayores requerimientos 

de índole formal y en la certeza  de que obtendrán 



  

oportuna resolución, a la protección directa del 

Estado, a objeto de que, en su caso, consideradas 

sus circunstancias especificas y a falta de otros 

medios, se haga justicia frente a situaciones de 

hecho que represente quebranto o amenaza de sus 

derechos fundamentales, logrando así que se cumpla 

uno de los fines esenciales del estado, 

consistente en garantizar la efectividad de los 

principios, derechos y deberes consagrados en la 

constitución”12. 

 

También consideremos que la acción de tutela tiene 

por objeto el restablecimiento del derecho 

vulnerado  o amenazado, tal como lo dispone el 

artículo 18 del decreto reglamentario 2591 de 

1991, el cual reza: “El juez que conozca de la 

solicitud podrá tutelar el derecho, prescindiendo 

de cualquier consideración formal y sin ninguna 

averiguación previa, siempre y cuando el fallo se 

funde en un medio de prueba del cual se pueda  

                                                                 
12 DATALEGIS. OP CIT. Sentencia T-001 de abril 3 de 1992, M.P. Hernández Galindo José 



  

deducir una grave e inminente violación o amenaza 

del Derecho”13. 

 

1.3. CARACTERÍSTICAS 

 

La acción de tutela como medio de defensa de los 

derechos fundamentales y protección del orden 

constitucional vigente para el cumplimiento de los 

fines del Estado, tiene unas características 

propias que la diferencian de los demás mecanismos 

consagrados en la Constitución y que nos dan a 

conocer su naturaleza. Estas son: 

 

1.3.1. Es autónoma. Esto quiere decir, que la 

persona interesada en interponer la acción de 

tutela, puede hacerlo ante cualquier juez. 

 

1.3.2. Tiene un procedimiento preferencial, breve 

y sumario. El artículo 86 de la Constitución 

establece en su cuarto inciso: “(...) En ningún 

                                                                                                                                                                                         
Gregorio. 



  

caso podrán transcurrir más de diez días entre la 

solicitud de tutela y su resolución(...)”14. Además 

la Sentencia T-007 de mayo 13 de 1997 dice que “se 

trata de una obligación perentoria e inexcusable, 

que según las voces del precepto mencionado, no 

admite excepciones, y cuyo cumplimiento se 

inscribe dentro del marco general de la 

responsabilidad previsto por el artículo 228 de la 

constitución según el cual los términos procesales 

se observaran con diligencia y su incumplimiento 

será sancionado”15. Por otra parte el artículo 15 

del decreto reglamentario establece un tramite 

preferencial al disponer: “La tramitación de la 

tutela estará a cargo del juez, del Presidente de 

la Sala o del magistrado a quien éste designe, en 

turno riguroso, y será sustanciada con prelación 

para lo cual se pospondrá cualquier asunto de 

naturaleza  diferente, salvo el de hábeas corpus. 

                                                                                                                                                                                         
13  DECRETO REGLAMENTARIO 2591 de 1991. OP CIT. Artículo 18   
14 OLANO GARCÍA. OP CIT. Pg. 343 
15 DATALEGIS. OP CIT. Sentencia T-007 de 1997, M.P.CIFUENTES MUÑOZ EDUARDO 



  

Los plazos son perentorios e improrrogables”16 

 

1.3.3. Es Informal. Para interponerla no se 

requiere ningún formalidad o requerimiento 

especial, por lo tanto se puede interponer de 

manera verbal, en caso de urgencia, si el 

solicitante no sabe escribir o si este es menor de 

edad. 

 

1.3.4. Es Preventiva. La tutela es una acción 

creada con el objeto de prevenir y acabar con 

amenazas, o vulneraciones o acciones que pongan en 

peligro los derechos fundamentales. 

 

1.3.5. Es una Acción Prevalente. La acción de 

tutela tiene primacía y relevancia sobre los demás 

mecanismos judiciales, exceptuando el recurso de 

Hábeas Corpus. 

 

                                                                 
16 DECRETO REGLAMENTARIO. OP CIT. Artículo 15 



  

1.3.6. Es una Acción Subsidiaria. Pues es un 

instrumento jurídico que permite la protección 

específica y rápida de los derechos fundamentales, 

que procede cuando falta otro medio instituido por 

la ley que de la debida protección de los derechos 

que han sido vulnerados. 

 

1.3.7. Responde al Principio de la Doble 

Instancia. Pues por naturaleza es impugnable, para 

que el superior jerárquico conozca de las 

inconformidades de una de las partes. 

 

1.3.8. Tiene la Posibilidad de ser Revisada 

Eventualmente  por la Corte Constitucional. La 

Corte Constitucional, es el órgano máximo de la 

jurisdicción constitucional, por lo tanto tiene la 

facultad de revisar las sentencias de tutela, con 

el fin de unificar la jurisprudencia nacional. 

 

 

 



  

1.4. TITULARIDAD DE LA ACCIÓN 

 

El artículo 86 de nuestra Constitución, al igual 

que el artículo 1 del Decreto 2591 de 1991, 

establecen que, “Toda persona tendrá acción de 

tutela(...)”; por esta razón, cualquier persona 

sea natural o jurídica sin distinción alguna, 

puede incoar esta acción, para la protección de 

sus derechos, principio reafirmado por la Corte 

Constitucional, al tratar el problema de, si las 

personas jurídicas tienen derechos “La acción de 

tutela puede ser ejercida por personas naturales o 

jurídicas. Las personas jurídicas poseen Derechos 

constitucionales fundamentales por dos vías:  

 

a) Directamente: Cuando las personas jurídicas son 

titulares de derechos fundamentales, no porque 

actúan en sustitución de sus miembros, sino por 

si mismas, siempre, claro está, que esos 

derechos por su naturaleza sean ejercitables por 

ellas mismas y,  



  

b) Indirectamente: Cuando la esencialidad de la 

protección gira alrededor de la tutela de los 

derechos fundamentales de las personas naturales 

asociadas”.17  

 

Además, como se expresó anteriormente, la acción 

de tutela se interpone para la protección de 

derechos individuales y no de los colectivos para 

los cuales existen las acciones populares. No 

obstante, cualquier  persona puede interponer la 

acción de tutela para la defensa de los intereses 

colectivos enumerados en el artículo 88 de la 

Carta Política, que reza: “La ley regulará las 

acciones populares para la protección de los 

derechos e intereses colectivos, relacionados con 

el patrimonio, el espacio, la seguridad y la 

salubridad públicos, la moral administrativa, el 

ambiente, la libre competencia económica y otros 

de similar naturaleza que se definen en ella. 

                                                                 
17 DATALEGIS. OP CIT. Sentencia T-441 de 1992, M.P Martínez Caballero Alejandro 



  

(...)”18, siempre y cuando lo haga con la finalidad 

de evitar un perjuicio irremediable. Entonces es 

procedente cuando estos derechos colectivos, lo 

afecten también de manera individual, tocando sus 

derechos fundamentales, sin embargo además de lo 

anterior se deben reunir los siguientes 

requisitos: a) Que el accionante, o su familia, 

esté siendo verdaderamente afectado o perjudicado 

de manera directa; b) Que se encuentren probados 

la amenaza o el perjuicio, sobre los derechos 

fundamentales; c) Que exista relación entre la 

amenaza o el daño sufrido y el hecho alegado, es 

decir que se acredite el nexo causal. 

La acción de tutela, puede ser incoada también, a 

través de apoderado, para lo cual, no será 

necesario la autenticación de los poderes 

(artículo 10 decreto 2591 de 1991), debido al 

principio de la buena fe, esto respecto de las 

personas naturales, pues tratándose de personas 

jurídicas, es necesario acreditar la personería 

                                                                 
18 OLANO GARCÍA. OP CIT. Pg. 373 



  

jurídica y la representación de la misma, tal como 

se dijo en las sentencias T-430 y T-476 de 1992 de 

la Corte Constitucional. 

 

También son titulares de la acción de tutela el 

Defensor del Pueblo y los personeros municipales 

en virtud del artículo 10 del decreto 2591 de 

1991, inciso ultimo y de la Resolución 01 de 1992 

de la Defensoría. Este artículo además autoriza 

para que cualquier persona actúe como Agente 

Oficioso en los casos en que el afectado, no 

pudiere hacerlo por sí mismo. Los sindicatos para 

la protección del derecho de sindicalización 

también podrán interponer esta acción, conforme al 

artículo 39 de la Constitución Nacional.  

Por otra parte el artículo 37 del decreto 2591 de 

1991 dispone en su inciso segundo que “(...) El 

que interponga la acción de tutela deberá 

manifestar, bajo la gravedad de juramento, que no 

ha presentado otro respecto de los mismos hechos y 

derechos(...)”. De este artículo se desprende que 



  

la capacidad para interponer la acción de tutela 

es restringida y limitada a una sola vez para cada 

persona  en relación con los mismos hechos y 

derechos. 

 

1.5. SUJETO PASIVO DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

La acción de tutela procede contra cualquier 

autoridad pública, contra particulares encargados 

de la prestación de un servicio público, o cuando 

el afectado se encuentre respecto a este, en 

estado de indefensión o subordinación, esto de 

acuerdo con el artículo 86 de nuestra Carta. 

 

De acuerdo al doctor Albendea*, hay una 

clasificación para los sujetos pasivos de la 

acción de tutela: 

 

                                                                 
* En este punto, nos guiamos por la doctrina expresada en el libro LA ACCIÓN DE 
TUTELA, del doctor José Albendea Pabón,. Ediciones Universidad de La Sabana. Santa fe 
de Bogotá D.C. Mayo de 1994. Pg.35. 
 



  

1.5.1.  Autoridad pública:  Conforme al artículo 

13 del decreto 2591 de 1991 “La acción se dirigirá 

contra la autoridad publica o el representante del 

órgano que presuntamente violo o amenazo el 

derecho fundamental. Si uno u otro hubiesen 

actuado en cumplimiento de órdenes o instrucciones 

impartidas por un superior, o con su autorización 

o aprobación, la acción se entenderá dirigida 

contra ambos, sin perjuicio de lo que se decida en 

el fallo. De ignorarse la identidad de la 

autoridad pública, la acción se tendrá por 

ejercida contra el superior (...)”19.  

 

1.5.2. Autoridad pública de la rama judicial: En 

esta clasificación se pueden citar a los jueces, 

tribunales, Corte Suprema de Justicia y Consejo de 

Estado, los cuales se pronuncian a través de autos 

y sentencias, incluidas las de casación. Pero la 

acción de tutela no recae sobre todos los 

pronunciamientos de los jueces sin limitación 

                                                                 
19 DECRETO REGLAMENTARIO. OP CIT. Artículo 13 



  

alguna, ya que su procedencia se da cuando el 

afectado no disponga de otro medio de defensa 

judicial como es el caso de sentencias en firme en 

donde ya precluyó toda posibilidad de interponer 

medios de defensa judicial que antes tubo, pero ya 

no tiene.  

 

Sin embargo, a pesar  que del articulo 86 de la 

Constitución se desprenda la posibilidad de la 

interposición de la acción de tutela contra 

sentencias, la Corte Constitucional en sentencia  

C-543 del 1 de Octubre de 1992 declaró 

inexequibles los artículos 11, 12 y 13 del decreto 

2591 de 1991, en virtud de los cuales se permite 

la interposición de dicha acción contra 

sentencias. Los motivos para la declaratoria de 

inexequibilidad fueron los siguientes: 

 

1.5.2.1. La tutela contra sentencias ejecutoriadas  

atenta contra los valores de la seguridad jurídica 

y la certeza del derecho. 



  

1.5.2.2. Contra el error judicial, causado por la 

falibilidad del juez, se han concebido y existen 

los recursos judiciales, las recusaciones, los 

impedimentos, la vigilancia fiscal, etc. 

 

1.5.2.3. Interponiendo esta acción contra las 

sentencias ejecutoriadas se desvirtúa uno de los 

principios del orden jurídico, el cual es: “la 

cosa juzgada”. 

 

Los argumentos de los magistrados de la Corte, en 

esa época, contra de la sentencia en mención 

fueron los siguientes**: 

 

1.5.2.4. Para el Exmagistrado Eduardo Cifuentes 

Muñoz, los actos de las autoridades de la rama 

judicial deben tener un control, como ocurre con 

las leyes expedidas por el Congreso y  en los 

actos administrativos originados en el ejecutivo. 

                                                                 
** En este punto, nos guiamos por la doctrina expresada en el libro LA ACCIÓN DE 
TUTELA, del doctor José Albendea Pabón,. Ediciones Universidad de La Sabana. Santa fe 
de Bogotá D.C. Mayo de 1994. 



  

Las sentencias injustas que no tienen forma de ser 

revisadas no sirven a la seguridad jurídica. 

 

1.5.2.5. Para el Exmagistrado  Ciro Angarita 

Barón, o aceptamos la tutela contra sentencias o 

comenzamos a construir el progresivo deterioro de 

la nueva Carta y particularmente del Estado Social  

de Derecho, y le decimos a los colombianos que su 

constitución solo tiene una eficacia formal. 

 

1.5.2.6. Y finalmente según el Exmagistrado 

Alejandro Martínez Caballero, si no revisamos las 

sentencias que eventualmente pueden resultar 

violatorias de derechos fundamentales, vamos a 

abrir la puerta para que la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos y el Tribunal 

Interamericano de Justicia puedan juzgar el Estado 

por el incumplimiento de la Carta de Derechos. 

 

1.5.3.  Particulares:  El artículo 86 de la 

Constitución Nacional en su inciso 5, establece 



  

tres supuestos para que proceda la acción de 

tutela contra los particulares: 

 

1.5.3.1. Que los particulares estén encargados de 

la prestación de un servicio público. 

 

1.5.3.2. Que la conducta de estos afecte grave y 

directamente el interés colectivo, es decir a un 

grupo de personas de manera directa, personal e 

inmediata. Al respecto la Corte Constitucional 

dice lo siguiente: “La gravedad obliga a basarse 

en la importancia que el orden jurídico concede a 

determinados bienes bajo su protección, de manera 

que la amenaza a uno de ellos es motivo de 

actuación oportuna y de diligente por parte de las 

autoridades publicas. Luego no se trata de 

cualquier tipo de irreparabilidad, sino solo de 

aquella que recae sobre un bien de grave 

significación para la persona, objetivamente.... Y 

se anota la objetividad, por cuanto la gravedad 

debe ser determinada o determinable, so pena de 



  

caer en la indefinición jurídica a todas luces 

inconveniente.”20 

 

1.5.3.3. Que la persona que interpone la acción de 

tutela se halle en estado de indefensión o 

subordinación frente al particular, caso en el 

cual la persona no tiene los mismos mecanismos de 

defensa que los demás particulares y por lo tanto 

nos sirve de fundamento el principio de igualdad. 

La Sentencia T-251 de 1993 de la Corte 

Constitucional, sobre este punto dice lo 

siguiente: “Las relaciones entre los particulares 

discurren, por regla general en un plano de 

igualdad y coordinación. La actividad privada que 

afecte grave y directamente el interés colectivo, 

adquiere una connotación patológica que le resta 

toda legitimación, máxime en un Estado social de 

derecho, fundado en el principio de solidaridad y 

prevalencia del interés general. De otro lado, la 

equidistancia entre los particulares se suspende o 

                                                                 
20 DATALEGIS. OP CIT. Sentencia T-225 de Junio 15 de 1993, M.P. Naranjo Mesa 



  

se quebranta cuando a algunos de ellos se los 

encarga de la prestación de un servicio público, o 

el poder social que, por otras causas, alcanzan a 

detentar puede virtualmente colocar a los demás en 

estado de subordinación o indefensión. En estos 

eventos, tiene lógica que la ley establezca la 

procedencia de la acción de tutela contra los 

particulares que prevalecidos de su relativa 

superioridad u olvidando la finalidad social de 

sus funciones, vulneren los derechos fundamentales 

de los restantes miembros de la comunidad. La idea 

que inspira la tutela, que no es otra cosa que el 

control del abuso del poder, se predica de los 

articulares que lo ejercen de manera arbitraria.”21 

 

1.6. DERECHOS QUE PROTEGE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

Los derechos objeto de protección, por medio de la 

acción de tutela, son los derechos 

                                                                                                                                                                                         
Vladimiro  
21 IBID. Sentencia T-251 de Junio 30 de 1993, M.P. Cifuentes Muñoz 
Eduardo. 



  

constitucionalmente considerados como 

fundamentales (artículo 2 del decreto 2591 de 

1991), idea que llevaría a pensar que se 

restringiría a los derechos consagrados en el 

Título II de Nuestra Carta: “De los derechos, las 

garantías y los deberes”, Capítulo 1 “De los 

derechos fundamentales”; Sin embargo, según lo 

dispuesto en el artículo 94 de la Constitución “La 

enunciación de los derechos y garantías contenidos 

en la Constitución y en los convenios 

internacionales vigentes, no debe entenderse como 

negación de otros que, siendo inherentes a la 

persona humana, no figuren expresamente en 

ellos”22, por esta razón, la Ubicatio Iuris de los 

derechos fundamentales que reconoce la 

Constitución Política en los artículos 11 al 40, 

es solo una guía auxiliar para los jueces en su 

interpretación. En este sentido las sentencias T-

006 de 1992, T-037 de 1993 y C-018 de 1993, de la 

Corte Constitucional, indican que la enunciación 

                                                                 
22 OLANO GARCÍA. OP CIT. Pg . 403 



  

de los derechos fundamentales, en un determinado 

acápite del texto constitucional, no significa que 

estos sean los únicos fundamentales, bajo esta 

interpretación  se reafirma el principio 

democrático y el Estado  social de derecho, pues 

se deja la puerta abierta para la protección 

integral de los derechos de las personas. 

 

Hay que agregar que el artículo 2 del decreto 2591 

de 1991, deja un amplio margen de acción a la 

actividad judicial, en especial de la Corte 

Constitucional, al prescribir “(...) Cuando una 

decisión de tutela se refiere a un derecho no 

señalado expresamente por la constitución como 

fundamental, pero cuya naturaleza permita su 

tutela para casos concretos, la Corte 

Constitucional le dará prelación en la revisión a 

esta decisión.”23, pues  le da prevalencia al 

estudio jurisprudencial de derechos que no tengan 

rango constitucional o legal, pero que por su 

                                                                 
23 DECRETO REGLAMENTARIO. OP CIT. Artículo 2 



  

naturaleza, sean protegidos por medio de la acción 

de tutela, en un caso concreto y ser así mismo 

considerados como derecho fundamental. 

 

También la doctrina*** ha establecido unos 

criterios para la determinación de cuales derechos 

pueden ser considerados como fundamentales: 

 

1.6.1. Reconocimiento Expreso. Los consagrados en 

el Capítulo 1 del Titulo II de nuestra Carta 

 

1.6.2. La Persona Humana. Los derechos 

fundamentales, son inherentes al ser humano, ya 

que desde su concepción los posee y por lo tanto 

son anteriores al Estado, principio consagrado en 

el artículo 1 de nuestra Carta: “Colombia es un 

Estado social de derecho, organizado en forma de 

república unitaria, descentralizada, con autonomía 

de sus entidades territoriales, democrática, 

                                                                 
*** Sobre este punto, nos guiamos por la posición doctrinal expresada en el libro 
ACCIÓN DE TUTELA. Práctica Forense y Jurisprudencia, de los doctores Hernán Alejandro  
Olano Correa y Hernán Alejandro Olano García 



  

participativa y pluralista, fundada en el respeto 

de la dignidad humana, en el trabajo y la 

solidaridad de las personas que la integran y en 

la prevalencia del interés general”24 (Subrayado 

fuera de texto), pues el individuo por el hecho de 

ser persona, es predicable de él una dignidad 

ontológica. **** Por estas razones, se entiende que 

el individuo, es la razón y el fin de la 

Constitución Política de 1991. 

 

1.6.3. Criterios Auxiliares.  

 

1.6.3.1. Los tratados internacionales. Este 

criterio es reafirmado por el artículo 93 de la 

Constitución Política de Colombia, al estipular 

“(...) Los derechos y deberes consagrados en esta 

Carta, se interpretarán de conformidad con los 

tratados internacionales sobre derechos humanos 

                                                                 
24 OLANO GARCÍA. OP CIT. Pg. 127 
**** CLASE CON Dra. Ilva Myriam Hoyos C., Profesora titular de la cátedra de Filosofía 
del derecho de la Facultad de Derecho de la Universidad de la Sabana. Campus Puente 
del Común, 10 de Mayo de 2001. 



  

ratificados por Colombia.”25, y por el artículo 4 

del decreto 2591 de 1991 en virtud del cual “Los 

derechos protegidos por la acción de tutela se 

interpretaran de conformidad con los tratados 

internacionales sobre derechos humanos ratificados 

por Colombia”26. 

 

1.6.3.2. Los Derechos de Aplicación Inmediata. Que 

consagra el artículo 85 de nuestra Constitución, 

los cuales pueden ser exigidos en forma directa e 

inmediata, mediante la acción de tutela. 

 

1.6.3.3. Los Superderechos. Hace referencia esto a 

las reformas constitucionales, sobre derechos 

fundamentales, y las garantías consagradas en el 

Capítulo 1 Título II. Artículo 377 Constitución 

Nacional “Deberán someterse a referendo las 

reformas constitucionales aprobadas por el 

congreso, cuando se refieran a los derechos 

reconocidos en el capítulo I del título II y a sus 

                                                                 
25 OLANO GARCÍA. OP CIT. Pg. 402 



  

garantías, a los procedimientos de participación 

popular, o al congreso, si así lo solicita, dentro 

de los seis meses siguientes a la promulgación del 

acto legislativo, un cinco por ciento de los 

ciudadanos que integren el censo electoral. La 

reforma se entenderá derogada por el voto negativo 

de la mayoría de los sufragantes, siempre que en 

la votación hubiere participado al menos la cuarta 

parte del censo electoral”27. (Subrayado Fuera de 

Texto). Debido a que estos por su importancia, son 

sometidos al Constituyente primario en lo que 

tiene que ver con su reforma. 

 

1.6.3.4. Por la Ubicación y Denominación. Pues 

pese a lo que expresamos anteriormente respecto a 

la Ubicatio Iuris, de las normas dentro del texto 

constitucional, esta ubicación y denominación es 

indicativa, mas no determinante para saber cuales 

derechos son fundamentales. 

 

                                                                                                                                                                                         
26 DECRETO REGLAMENTARIO. OP CIT. Artículo 4 



  

Con base en todo lo anterior, los artículos que 

consagran derechos fundamentales y que además son 

de aplicación inmediata, por disposición del 

artículo 85 constitucional son: 

 

ARTÍCULO 11. 
DERECHO A LA VIDA 

ARTÍCULO 12 
DERECHO A LA INTEGRIDAD 

PERSONAL 
ARTÍCULO 13 

DERECHO A LA IGUALDAD 
ARTÍCULO 14 

DERECHO A LA PERSONALIDAD 
JURÍDICA 

ARTÍCULO 15 
DERECHO AL HONOR, LA INTIMIDAD 

Y LA PROPIA IMAGEN 
ARTÍCULO 16 

DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE 
LA PERSONALIDAD 

ARTÍCULO 17 
PROHIBICIÓN DE LA ESCLAVITUD 

ARTÍCULO 18  
LIBERTAD DE CONCIENCIA 

ARTÍCULO 19 
LIBERTAD DE CULTOS 

ARTÍCULO 20 
LIBERTAD DE EXPRESIÓN E 

INFORMACIÓN 
ARTÍCULO 21 

DERECHO A LA HONRA 
ARTÍCULO 23 

DERECHO DE PETICIÓN 

                                                                                                                                                                                         
27 OLANO GARCÍA. OP CIT. Pg. 804 



  

ARTÍCULO 24  
DERECHO A LA LIBERTAD DE 
LOCOMOCIÓN Y RESIDENCIA 

ARTÍCULO 26 
DERECHO A ESCOGER PROFESIÓN U 

OFICIO 
ARTÍCULO 27 

LIBERTAD DE ENSEÑANZA 
ARTÍCULO 28 

LIBERTAD PERSONAL 
ARTÍCULO 29 

DERECHO AL DEBIDO PROCESO 
ARTÍCULO 30 

DERECHO AL HABEAS CORPUS 
ARTÍCULO 31 

DERECHO A QUE LAS DECISIONES 
JUDICIALES SEAN REVISADAS 

ARTÍCULO 33 
DERECHO A NO DECLARAR CONTRA SÍ 

MISMO 
ARTÍCULO 34 

PROHIBICIÓN DE PENAS DE 
DESTIERRO, PERPETUAS Y 

CONFISCATORIAS 
ARTÍCULO 37 

DERECHO DE REUNIÓN 
ARTÍCULO 40 

DERECHO DE PARTICIPACIÓN 
POLÍTICA Y SUFRAGIO 

 

 

Derechos fundamentales que no son de aplicación 

inmediata: 

 

ARTÍCULO 22 
DERECHO Y DEBER A LA PAZ 



  

ARTÍCULO 25 
DERECHO Y OBLIGACIÓN SOCIAL DE 

TRABAJAR 
ARTÍCULO 32 

DERECHO DE APREHENSIÓN 
ARTÍCULO 35 
EXTRADICIÓN 
ARTÍCULO 36 

DERECHO DE ASILO 
ARTÍCULO 38 

LIBERTAD DE ASOCIACIÓN 
ARTICULO39 

DERECHO DE SINDICALIZACIÓN 
 

 

Derechos que a pesar de no estar consagrados como 

fundamentales, por vía de interpretación 

constitucional y su carácter esencial, son 

considerados como tales: 

 

ARTÍCULO 42 
DERECHOS DE LA FAMILIA 

ARTÍCULO 43 
IGUALDAD DE SEXOS Y PROTECCIÓN 

INTEGRAL A LA MUJER 
ARTÍCULO 44 

DERECHOS FUNDAMENTALES DE LOS 
NIÑOS 

ARTÍCULO 47 
ATENCIÓN ESPECIAL A DISMINUIDOS 

ARTÍCULO 48 
DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL 

ARTÍCULO 49 
DERECHO A LA SALUD 



  

ARTÍCULO 50 
DERECHO A LA SALUD Y ATENCIÓN 
GRATUITA AL NIÑO MENOR DE UN 

AÑO 
ARTÍCULO 52 

DERECHO A LA RECREACIÓN 
ARTÍCULO 53 

PRINCIPIOS MÍNIMOS SOBRE 
DERECHOS DE LOS TRABAJADORES 

ARTÍCULO 56 
DERECHO DE HUELGA 

ARTÍCULO 58 
DERECHO A LA PROTECCIÓN PRIVADA 

ARTÍCULO 67 
DERECHO A LA EDUCACIÓN 

ARTÍCULO 73 
LIBERTAD DE PRENSA 

ARTÍCULO 74 
DERECHO DE HABEAS DATA E 

INVIOLABILIDAD DEL SECRETO 
PROFESIONAL 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, podemos concluir, 

que los derechos fundamentales son aquellos que 

son inherentes a la persona  en virtud de su 

dignidad humana, es decir, que estos derechos los 

posee desde el momento de su existencia, ya sea 

que estén o no reconocidos por la Constitución 

Nacional, o los tratados internacionales. 

 

 



  

1.7.   PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

 

Podemos inferir del artículo 86 Constitucional, 

que la acción de tutela procede en todo momento y 

lugar para la protección de los derechos 

constitucionales fundamentales, cuando estos se 

vean violados o amenazados. A esto hay que 

agregar, que esta violación o amenaza provenga por 

la acción u omisión de cualquier autoridad pública 

(no debemos olvidar que esta acción procede contra 

particulares tal como lo expresamos  en el numeral 

correspondiente al sujeto pasivo de la acción de 

tutela), esto es reafirmado por el artículo 5° del 

decreto 2591 de 1991 que reza: “La acción de 

tutela procede contra toda acción u omisión de las 

autoridades públicas, que haya violado, viole o 

amenace violar cualquiera de los derechos de que 

trata el artículo 2o. de esta ley. También procede 

contra acciones u omisiones de particulares, de 

conformidad con lo establecido en el Capítulo III 

de este Decreto. La procedencia de la tutela en 



  

ningún caso está sujeta a que la acción de la 

autoridad o del particular se haya manifestado en 

un acto jurídico escrito”28. 

 

Sin embargo, el artículo 86 anteriormente citado, 

también exige que esta acción se utilice como 

mecanismo transitorio, o cuando el afectado no 

disponga de otro medio de defensa judicial, o que 

teniéndolo se utilice la tutela para evitar un 

perjuicio irremediable, esto, pues como ya lo 

vimos, la tutela es un mecanismo de carácter 

alternativo. 

 

Por otro lado, el artículo 6° del decreto 2591 de 

1991, dispone cuales son las causales de 

improcedencia de la acción de tutela, estas son: 

 

1.7.1. Cuando existan otros recursos o medios de 

defensa judicial. Sin embargo la Corte 

Constitucional en Sentencia T-100 de 1994, sentó 

                                                                 
28 DECRETO REGLAMENTARIO. OP CIT. Artículo 5 



  

las bases que debían seguir los jueces, cuando 

encontraran que en un caso concreto, existe un 

mecanismo de defensa judicial diferente a la 

tutela. El juez de tutela debe evaluar si el otro 

medio de defensa es idóneo para proteger el 

derecho fundamental vulnerado o amenazado. 

 

1.7.2. Cuando para proteger el derecho se pueda 

invocar el recurso de hábeas corpus. Pues en los 

casos de protección de la libertad personal, el 

hábeas corpus, tiene un término de resolución 

inferior al de la acción de tutela. 

 

1.7.3. Cuando se pretenda proteger derechos 

colectivos. Que se encuentran consagrados en el 

artículo 88 de la Carta, denominadas Acciones 

Populares. 

 

1.7.4. Cuando sea evidente que la violación del 

derecho originó un daño consumado, salvo cuando 

continúe la acción u omisión violatoria del 



  

derecho. Pues la tutela, no tiene como fin la 

reparación de los perjuicios, sino que exige que 

la violación, amenaza, o vulneración, sea presente 

o actual y no pasada, pues su fin es de carácter 

preventivo y no sancionatorio. 

 

1.7.5.  Cuando se trate de actos de carácter 

general impersonal y abstracto. Pues contra estos, 

se han establecido otros mecanismos tales como las 

acciones de constitucionalidad o nulidad. 

 

1.8. COMPETENCIA 

 

La competencia para conocer de la acción de 

tutela, en virtud del artículo 86 de la 

constitución política y del artículo 37 del 

decreto reglamentario, está en cabeza de los 

jueces o tribunales de la república con 

jurisdicción en el lugar donde ocurriere la 

violación o amenaza de los derechos que se 



  

intentan proteger, sin distinción o calificación 

alguna.  

 

En primera instancia, son competentes para conocer 

de la tutela los jueces o tribunales, de acuerdo 

con el factor territorial, para facilitar y 

garantizar el acceso a la administración de 

justicia. Además el artículo 86 constitucional y 

el 31 del reglamentario, establecen que los fallos 

de tutela, pueden ser impugnados. En este evento 

corresponderá al superior jerárquico del juez que 

falló en primera instancia. 

 

Por otra parte, el decreto 1382 de julio 12 de 

2000, consideró establecer nuevas normas para el 

reparto y competencia de la acción de tutela así:  

“Artículo 1°. Para los efectos previstos en el 

artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de 

la acción de tutela, a prevención, los jueces con 

jurisdicción donde ocurriere la violación o la 

amenaza que motivare la presentación de la 



  

solicitud o donde se produjeren sus efectos, 

conforme a las siguientes reglas: 1. Las acciones 

de tutela que se interpongan contra cualquier 

autoridad pública del orden nacional, salvo lo 

dispuesto en el siguiente inciso, serán repartidas 

para su conocimiento, en primera instancia, a los 

Tribunales Superiores de Distrito Judicial, 

Administrativos y Consejos Seccionales de la 

Judicatura. A los Jueces del Circuito o con 

categorías de tales, le serán repartidas para su 

conocimiento, en primera instancia, las acciones 

de tutela que se interpongan contra cualquier 

organismo o entidad del sector descentralizado por 

servicios del orden nacional o autoridad pública 

del orden departamental. A los Jueces Municipales 

les serán repartidas para su conocimiento en 

primera instancia, las acciones de tutela que se 

interpongan contra cualquier autoridad pública del 

orden distrital o municipal y contra particulares. 

Las acciones de tutela dirigidas contra la 

aplicación de un acto administrativo general 



  

dictado por una autoridad nacional serán 

repartidas para su conocimiento al Tribunal 

Contencioso Administrativo de Cundinamarca, 

siempre que se ejerzan como mecanismo transitorio 

para evitar un perjuicio irremediable. Cuando la 

acción de tutela se promueva contra más de una 

autoridad y éstas sean de diferente nivel, el 

reparto se hará al juez de mayor jerarquía, de 

conformidad con las reglas establecidas en el 

presente numeral. 2. Cuando la acción de tutela se 

promueva contra un funcionario o corporación 

judicial, le será repartida al respectivo superior 

funcional del accionado. Si se dirige contra la 

Fiscalía General de la Nación, se repartirá al 

superior funcional del Juez al que esté adscrito 

el Fiscal. Lo accionado contra la Corte Suprema de 

Justicia, el Consejo de Estado o el Consejo 

Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional 

Disciplinaria, será repartido a la misma 

corporación y se resolverá por la Sala de 

Decisión, Sección o Subsección que corresponda de 



  

conformidad con el reglamento al que se refiere el 

artículo 4° del presente decreto. Cuando se trate 

de autoridades administrativas en ejercicio de 

funciones jurisdiccionales, conforme al artículo 

116 de la Constitución Política, se aplicará lo 

dispuesto en el numeral 1° del presente artículo. 

Parágrafo. Si conforme a los hechos descritos en 

la solicitud de tutela el juez no es el 

competente, éste deberá enviarla al juez que lo 

sea a más tardar al día siguiente de su recibo, 

previa comunicación a los interesados. En este 

caso, el término para resolver la tutela se 

contará a partir del momento en que sea recibida 

por el juez competente. Artículo 2°. Cuando en la 

localidad donde se presente la acción de tutela 

funcionen varios despachos judiciales de la misma 

jerarquía y especialidad de aquél en que, conforme 

al artículo anterior, resulte competente para 

conocer de la acción, la misma se someterá a 

reparto que se realizará el mismo día y a la mayor 

brevedad. Realizado el reparto se remitirá 



  

inmediatamente la solicitud al funcionario 

competente. En aquellos eventos en que la 

solicitud de tutela se presente verbalmente, el 

juez remitirá la declaración presentada, en acta 

levantada, o en defecto de ambas, un informe sobre 

la solicitud al funcionario de reparto con el fin 

de que proceda a efectuar el mismo. En desarrollo 

de la labor de reparto, el funcionario encargado 

podrá remitir a un mismo despacho las acciones de 

tutela de las cuales se pueda predicar una 

identidad de objeto, que permita su trámite por el 

mismo juez competente. Artículo 3°. El juez que 

avoque el conocimiento de varias acciones de 

tutela con identidad de objeto, podrá decidir en 

una misma sentencia sobre todas ellas, siempre y 

cuando se encuentre dentro del término previsto 

para ello. Cuando se presente una o más acciones 

de tutela con identidad de objeto respecto de una 

acción ya fallada, el juez podrá resolver aquélla 

estándose a lo resuelto en, la sentencia dictada 

bien por el mismo juez o por otra autoridad 



  

judicial, siempre y cuando se encuentre 

ejecutoriada. Artículo 4°. Los reglamentos 

internos de la Corte Suprema de Justicia, del 

Consejo de Estado y de la Sala Disciplinaria del 

Consejo Superior de la Judicatura, podrán 

determinar que los asuntos relacionados con el 

conocimiento de la impugnación de fallos de acción 

de tutela sean resueltos por Salas de Decisión, 

Secciones o Subsecciones conformadas para tal fin. 

Así mismo determinará la conformación de Salas de 

Decisión, Secciones o Subsecciones para el 

conocimiento de las acciones de tutela que se 

ejerzan contra actuaciones de la propia 

corporación, a las que se refiere el inciso 2° del 

numeral 2 del artículo 1° del presente decreto. 

Artículo 5°. Transitorio. Las reglas contenidas en 

el presente decreto sólo se aplicarán a las 

acciones de tutela que se presenten con 

posterioridad a su entrada en vigencia. Las 

acciones presentadas con anterioridad a esta fecha 

serán resueltas por el juez competente al momento 



  

de su presentación, así como la impugnación de sus 

fallos. Artículo 6°. El presente decreto rige a 

partir de su publicación, y deroga todas las 

normas que le sean contrarias, en especial el 

artículo 8° del Decreto 306 de 1992”29.  

 

Sin embargo, el decreto 1382 de 2000 fue 

suspendido provisionalmente por el decreto 404 de 

marzo 14 de 2001, que dispone: “Artículo 1°. 

Suspéndase por un año la vigencia del Decreto 

número 1382 del 12 de julio de 2000, “por el cual 

se establecen reglas para el reparto de la acción 

de tutela”, en espera de que el Consejo de Estado 

resuelva en forma definitiva sobre la legalidad 

del mismo”30. 

 

También establece la Constitución, que la Corte 

Constitucional, tendrá la competencia o atribución 

de revisar eventualmente los fallos de tutela. 

                                                                 
29 Decreto 1382 de 2000, Diario Oficial. Año CXXXVI. No 44082. 14 de Julio de 2000. 
30 Decreto 404 de 2001, Diario oficial. Año CXXXVI. No 44358. 16 de Marzo de 2001, Pg. 
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Esto ha sido desarrollado por el decreto 

reglamentario en su artículo 31. 



  

2. ANÁLISIS DE LOS ARTÍCULOS DE TUTELAS CURIOSAS 

E INSÓLITAS, RESEÑADAS EN EL PERIÓDICO BOYACÁ 

SIETE DÍAS 

 

El presente trabajo, tiene por objeto general 

observar la incidencia de los fallos de tutela 

considerados como curiosos o insólitos, en la 

congestión de los despachos judiciales, y que han 

sido reseñados en el periódico BOYACÁ SIETE DÍAS, 

desde noviembre de 1993, hasta finales del año 

2000, investigación realizada en las instalaciones 

del diario EL TIEMPO, de la ciudad de Bogotá, por 

ser este la casa matriz del periódico BOYACÁ SIETE 

DÍAS. 

 

El periódico BOYACÁ SIETE DÍAS, comenzó labores en 

noviembre de 1993, con una edición semanal de 

aproximadamente treinta páginas. A finales del año 

1994, se incremento el número de ediciones 

semanales a dos, manteniendo el número aproximado 

de páginas.  



  

Como resultado de ésta investigación, se 

recolectaron 49 artículos que reseñaban tutelas 

que clasificaban dentro del género de curiosas o 

insólitas, sin embargo, luego de un estudio más 

detallado de los artículos, se descartaron algunos 

de estos, por no ser considerados propiamente como 

curiosos o insólitos, debido a que posteriormente 

al año de su publicación se hicieron tan 

repetitivos estos fallos que crearon una 

consciencia de que eran normales y nada extraños. 

Luego de esta depuración tenemos para el análisis 

32 artículos reseñados, que en nuestro concepto 

son curiosos o insólitos. 

 

Por otra parte, en cuanto a la cantidad de tutelas 

insólitas reseñadas por años, se puede establecer 

que 1994 fue el año en donde se encontraron la 

mayor cantidad de tutelas reseñadas con una 

cantidad de once, seguido del año 2000 con un 

numero de cinco y luego de 1998 con un numero de 

cuatro como se puede ver en la siguiente tabla. 

 



  

 

 

 

Ahora, nos disponemos a realizar un análisis 

pormenorizado de los artículos reseñados. 

 

2.1. TUTELA DE MAESTROS 

 

Reseñada el 17 de diciembre de 1993, página 4. En 

este artículo se tuteló el derecho al trabajo, 

consagrado en el Título II, capítulo I de la 

Carta, artículo 25 el cual dispone lo siguiente: 

“El trabajo es un derecho y una obligación social 

y goza, en todas sus modalidades, de la especial 
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protección del Estado . Toda persona tiene derecho 

a un trabajo en condiciones dignas y justas”31. 

 

Como podrá verse en el anexo correspondiente a 

esta reseña, un grupo de maestros solicitó el 

amparo a su derecho al trabajo, que se vio 

violado, cuando se incumplió con los pagos, por 

parte del municipio de Sogamoso, que los había 

contratado por diez meses, con un sueldo de 

140.000 pesos mensuales sin prestaciones sociales. 

El fallo ordenó contratar a los maestros por medio 

de un contrato indefinido y ordenó el pago de las 

sumas atrasadas. 

 

Consideramos que es insólito que un juez, por 

medio de un fallo de tutela le ordene a un 

municipio contratar a un número de maestros, por 

termino indefinido, cuando el contrato inicial era 

por diez meses, aunque si fue razonable por parte 

del juez, ordenar el cambio de la naturaleza del 

contrato de civil a laboral, pues como mas 

                                                                 
31 OLANO GARCÍA. OP CIT. Pg 213  



  

adelante se ordenó por fallos de la Corte 

Constitucional, cuando en un contrato, se 

encuentre que la persona cumple un horario y esta 

subordinada, no importa el nombre que se le de al 

contrato, seguirá siendo de carácter laboral. 

(Primacía de la realidad). 

 

2.2. POR OMISIÓN ALCALDE AL PIZARRÓN 

 

Reseñada el 14 de enero de 1994, página 9 y 19. En 

este artículo se tuteló el derecho al trabajo, 

consagrado en el Título II, capítulo I de la 

Carta, artículo 25 el cual dispone lo siguiente: 

“El trabajo es un derecho y una obligación social 

y goza, en todas sus modalidades, de la especial 

protección del Estado. Toda persona tiene derecho 

a un trabajo en condiciones dignas y justas”32. 

En este caso la Corte Constitucional revisó tutela 

interpuesta por la docente Lucila Díaz Díaz, 

debido a la sanción que se le impuso acusándola de 

homosexualismo o práctica de aberraciones y 

                                                                 
32 IBID. Pg. 213 



  

castigos denigrantes o  físicos a los educandos, 

en virtud de la cual, conforme a las resoluciones 

expedidas por la Junta Seccional y Nacional de 

Escalafón Docente, se destituye de su cargo como 

educadora. Posteriormente la Corte profirió 

sentencia T-440, de 2 de julio de 1992 en donde se 

dio la razón a Lucila Díaz Díaz, se revoca las 

resoluciones del Escalafón Docente y se ordena al 

alcalde a reintegrarla.  

 

Respecto de éste artículo consideremos que se 

trata de una tutela curiosa o insólita, ya que, 

además de que la Corte Constitucional ordena el 

reintegro de la docente, el Ministerio de 

Educación acatando el fallo de la  Honorable Corte 

ordena establecer el desarrollo de programas y 

proyectos institucionales de educación sexual en 

el país.  



  

2.3. FALLO CONTRAPRODUCENTE 

 

Tutela reseñada el 25 de marzo de 1994, páginas 2 

y 13. En este artículo la Asociación Colombiana de 

Oficiales en Retiro de las Fuerzas militares 

“ACORE”, divulgan un comunicado para expresar su 

descontento con el fallo emitido por la Corte 

Constitucional, en donde se permite la permanencia 

en la fuerza pública de homosexuales, argumentando 

el derecho a la igualdad. “ACORE”, argumenta que 

la profesión militar, es una carrera de mística, 

honor y de principios, y que esta decisión atenta 

contra la carrera. Además critican que con una 

decisión judicial que pretende proteger derechos 

individuales, se vea afectada toda la comunidad. 

Nos parece que esta tutela es curiosa, por el 

impacto que tuvo en la sociedad colombiana, y 

estamos en parte de acuerdo con el comunicado de 

“ACORE”, en el sentido de que el fallo pretende 

introducir al país, pensamientos filosóficos de 

otras culturas, como la europea, donde el 

homosexualismo es aceptado ampliamente. 



  

2.4. REMEDIO PEOR QUE LA ENFERMEDAD 

 

Tutela reseñada el 8 de abril de 1994, página 10. 

En este artículo se habla sobre el derecho a la 

salud y medio ambiente sano. El fallo de tutela 

del 24 de marzo de 1994, ordenó a “COSERVICIOS”, 

suspender en forma inmediata la disposición de 

basuras en el lugar llamado “El Afilador”, y en el 

término de seis meses recuperar ese terreno. La 

tutela fue recurrida aduciendo que si bien se 

protege el derecho a la salud y a un medio 

ambiente sano de una familia, puso en situación de 

peligro la salud de los habitantes del municipio, 

al dejarlos sin un lugar en donde  depositar las 

basuras. Entra esta reseña, dentro del grupo de 

insólitas, por cuanto el juez, por querer proteger 

un derecho fundamental de una familia, afectó con 

su decisión a toda una comunidad. 



  

2.5. DORMIR EN PAZ: UN DERECHO 

 

Tutela  reseñada el 22 de abril de 1994, página 4. 

Se tutela el ambiente sano y libre de ruidos, de 

una señora que se veía afectada en su 

tranquilidad, por las ruidosas fiestas de sus 

vecinos. El artículo dice textualmente que “El 

derecho de todo ciudadano a entregarse cada noche 

“ en los brazos de morfeo”, fue amparado...”. pero 

se entiende que el derecho protegido fue el de la 

tranquilidad, ambiente sano y libre de ruidos. Lo 

encontramos curioso por la fecha en que se tuteló 

estos derechos, pues actualmente ya no 

clasificarían como curioso o insólito. 

 

2.6. UNA VÍA “AZUL” AL TRANSPORTE PÚBLICO (Tutela 

Azul) 

 

Reseñada el 20 de mayo de 1994, página 5. Se 

tuteló el derecho al espacio público, de un 

usuario del parqueadero frente a un hotel, contra 

la disposición del alcalde al crear zonas azules 



  

de parqueo, a mayor costo que en los parqueaderos. 

El accionante argumenta, que nadie puede 

apropiarse ni subarrendar el espacio público. Es 

curioso  por cuanto una medida del alcalde en la 

que dispone la organización del tránsito de la 

cuidad, no es objeto de discusión por vía de 

tutela, en cuanto no afecte los derechos 

fundamentales de las personas. 

 

2.7. DERECHO AL ESPACIO PÚBLICO 

 

Reseñada el 29 de julio de 1994, página 4. Se 

tuteló el derecho de locomoción de un ciudadano, 

que por la instalación de un mercado persa durante 

el festival de sol y del acero, al frente de su 

lugar de habitación, el cual no le permitía el 

ingreso. El afectado antes de interponer la 

acción, realizó el reclamo correspondiente, pero 

no fue atendido, y por eso instauró la acción de 

tutela. Nos parece curioso, por cuanto las medidas 

de policía, que se debían tomar en estos casos de 

invasión al espacio público y privado, son 



  

ineficaces y se debe utilizar la tutela para la 

protección de estos. 

 

2.8. TUTELAN SALUD DE LOS TUNJANOS 

 

Reseñada el 2 de septiembre de 1994, página 5. Se 

busca proteger los derechos colectivos de 

seguridad y salubridad pública. Se interpuso 

acción de tutela, por la falta de higiene y 

saneamiento en la plaza de mercado y el matadero; 

sin embargo el juzgado no tuteló los derechos 

colectivos en lo relacionado con el matadero de la 

ciudad, pero sí los derechos de seguridad y 

salubridad pública, no atendidos por la empresa de 

acueducto y alcantarillado de Tunja y “Comservar”. 

Este artículo es considerado por nosotros como 

insólito o curioso debido a que la utilización de 

las acciones populares, no estaban debidamente 

reglamentadas, pues esto solo se logró con la ley 

472 de 1998. 

 

 



  

2.9. LOS NIÑOS VOLVIERON AL HOGAR 

 

Reseñada el 14 de octubre de 1994, página 18, en 

la cual  se protegen los derechos al debido 

proceso, de los niños, de la mujer y a la libertad 

de expresión, en razón de que una madre 

comunitaria, había sido sancionada por 

conflictiva, esto por, problemas personales con 

los miembros directivos de la Asociación de Padres 

Usuarios  de los Hogares Comunitarios del Barrio 

la Fuente. Con la tutela se ordenó el pago por los 

servicios prestados durante la suspensión. 

Consideramos esta reseña de tutela como curiosa, 

pues por medio de esta acción, se están atacando 

decisiones de particulares, que afectan los 

derechos de una persona, que le sirve a la 

comunidad, ya que de paso se afectaban los 

derechos de los niños. 

 

 

 

 



  

2.10. EL DRAMA DE UN POLICÍA QUE PIDIÓ SER 

TRASLADADO 

 

Reseñada el 21 de octubre de 1994, página 36. En 

este caso se tuteló el derecho al trabajo de un 

Agente de policía, debido a que se le negó un 

traslado que solicitó por cuestiones económicas, 

ya que quería prestar el servicio en su tierra, 

cerca de su familia y en la profesión que la misma 

institución lo formó. Además el traslado ya había 

sido autorizado. Sin embargo el comandante de la 

Policía de Boyacá adujo que el fallo de tutela, 

había surgido por el desconocimiento del juez de 

los reglamentos internos de la institución. 

Consideramos que es insólita esta reseña, pues la 

jurisdicción ordinaria, está interfiriendo en 

campos que en otras épocas estaban reservadas al 

fuero militar. Esto se hizo, pues el juez de 

tutela consideró que sí se estaban violando los 

derechos fundamentales. 

 

 



  

2.11. NEGADA TUTELA A RAFAEL ACEVEDO 

 

Reseñada el 25 de noviembre de 1994, página 7. Con 

la tutela reseñada, se pretendía proteger el 

derecho al buen nombre del concejal Rafael 

Acevedo, por una publicación que realizó el 

periódico BOYACÁ SIETE DÍAS, en donde se indicaba 

que un ciudadano, había interpuesto denuncia penal 

por intento de homicidio y lesiones personales en 

su contra. Pero el derecho que realmente se 

protegió fue el de la libertad de expresión y 

prensa, pues el periódico accionado, lo único que 

hizo, fue informar que un ciudadano había 

denunciado penalmente al concejal. Curioso es que 

un ciudadano denuncie un atentado a su buen 

nombre, por la simple reseña de una denuncia en su 

contra. 

 

2.12. REUBICARÁN CASA DE CITAS 

 

Reseñada el 25 de noviembre de 1994, página 13. 

Con esta tutela se pretende proteger los derechos 



  

a la vida, al buen nombre y al buen ejemplo que 

merecen los hijos del actor, debido al 

funcionamiento de cinco casas de lenocinio, 

vecinas a la residencia del accionante. El fallo 

ordena al alcalde la reubicación de las casas de 

citas en un término de 4 meses. Son curioso los 

alcances que ha tenido la tutela, hasta el punto 

de poder ordenar la reubicación de negocios, que 

perturben, amenacen o violen derechos 

fundamentales. 

 

2.13. LOS BURROS TAMBIÉN TIENEN DERECHOS 

 

Reseñada el 17 de febrero de 1995, páginas 19 y 

última. Un par de ancianos interpusieron tutela 

contra un vecino que les cerró el paso por su 

finca, sobre la cual existía una servidumbre de 

tránsito, por considerar que con el paso de los 

ancianos y su burro, se estaba dañando su terreno. 

El juez de conocimiento tuteló los derechos de los 

ancianos, pero luego de recurrida el superior 

revocó el fallo, y este fue enviado a la Corte 



  

Constitucional para su eventual revisión, cosa que 

se dio y cuya decisión fue confirmar el fallo de 

primera instancia, es decir tutelar el derecho de 

movilización de los ancianos y de los animales. 

Consideramos que es curioso, que por medio de un 

fallo de tutela, se amplíe una servidumbre, esto 

desde el punto de vista solo jurídico, cosa 

diferente desde el punto de vista constitucional y 

humano, pues no es posible que se acepte que por 

respetar una institución jurídica como la 

servidumbre se violen derechos fundamentales de 

las personas, en especial de la tercera edad, que 

por disposición Constitucional merecen un especial 

protección. 

 

2.14. A LAS CÁRCELES SIN PELUCA 

 

Reseñada el 3 de Marzo de 1995, página 22. Un 

interno de la Penitenciaria Nacional “El Barne” 

entabló acción de tutela invocando la protección 

al derecho fundamental al libre desarrollo de la 

personalidad para que su madre lo pudiera visitar 



  

con su tradicional peluca, porque hacia unos días 

se le prohibió su ingreso al patio donde estaba 

recluido por lucir una peluca. Sin embargo la 

Corte Constitucional falló en favor de la 

Penitenciaria, ya que prohibir la entrada con 

pelucas es una medida que busca garantizar la 

seguridad de las cárceles. Consideramos esta 

tutela como curiosa, pues nos parece que la 

utilización de esta acción o mecanismo se utilizó 

de forma inapropiada para hacer valer los 

supuestos derechos de un interno, que en este caso 

no se vulneran. 

 

2.15.  TUTELA AUMENTA DISCORDIA 

 

Reseñada el 7 de julio de 1996, pagina 32. A 

través de un fallo proferido el 16 de mayo de 1996 

se protegió el derecho a la igualdad y a la 

educación de un joven de 23 años,  vulnerados por 

la directora de una escuela pública, y se ordenó 

su readmisión al establecimiento educativo. La 

razón para interponer el recurso fue la 



  

cancelación de la matrícula del joven de 23 años, 

debido a que la directora consideró que no estaba 

bien poner a un adulto a estudiar con niños 

menores de 14 años. Por la fecha en que fue 

fallada esta tutela podría decirse que no es 

curiosa ni insólita, pero por la circunstancias si 

lo es, pues lo que se puede ver es que en ese 

plantel educativo eran más importantes los 

problemas personales de las directivas con los 

profesores, que el bienestar de los alumnos, y el 

derecho a la educación, en condiciones de 

igualdad. 

   

2.16.  BUCHÓN SEGUIRA EN LA PLAYA 

 

Reseñada el 12 de Julio de 1996, pagina 26. Un 

vecino denuncia el incumplimiento de un fallo de 

tutela, emitido en 1993, para salvaguardar los 

derechos ambientales de la represa de “La Playa”, 

debido a que las autoridades encargadas de la 

recolección y limpieza del buchón acuático, 

suspendieron los trabajos sin causa alguna. Debido 



  

a lo anterior, el órgano competente ordenó al INAT 

y a las alcaldías de Cómbita, Tunja Y Oicatá las 

acciones para el control de la planta el buchón de 

agua, orden que nunca se cumplió. Volvemos a ver 

como los derechos ambientales, que en principio 

son colectivos, pueden también ser protegidos por 

medio de la acción de tutela. 

  

2.17.  EN EL BARNE TUTELAN A DIARIO 

 

Reseñada el 25 de octubre de 1996, pagina 14. En 

este artículo, no reseñan propiamente un fallo de 

tutela, sino que es un llamado de alerta, que 

hacen los magistrados del Tribunal Superior de 

Tunja, sobre la cantidad de tutelas incoadas por 

los internos de la penitenciaría nacional “El 

Barne”, que sumadas a las cientos que son 

solicitadas, por el común de las personas, llevan 

a que este organismo, presente un atraso 

significativo, en la resolución de los conflictos 

de la jurisdicción ordinaria. 

 



  

2.18.  ALCALDE LE GANA TUTELA AL EJÉRCITO 

 

Reseñada el 24 de junio de 1997, paginas 1 y 6. El 

alcalde de Sogamoso, interpuso acción de tutela, 

para la protección de sus derechos fundamentales 

de la vida e integridad personal, honra y el buen 

nombre, la igualdad, el debido proceso y defensa, 

la participación política, la libertad de 

pensamiento, la intimidad, la libertad de culto 

religioso y de conciencia y el libre desarrollo de 

la personalidad, en contra del Ministerio de 

Defensa Nacional y la revista Semana, por un 

artículo publicado en esta última, donde se daba 

una lista de alcaldes de Boyacá, que eran 

considerados por el Ejército Nacional como 

auxiliadores de la guerrilla. Vemos como también 

la tutela ha sido utilizada como medio de 

corrección de errores periodísticos y oficiales 

que vulneran derechos fundamentales, y que pueden 

causar problemas de seguridad a los afectados por 

las publicaciones, pues el fallo ordenó, que la 



  

publicación fuera corregida, es decir rectificar 

la información. 

 

2.19.  ENTUTELADO GERENTE DE TELECOM 

 

Reseñada el 18 de noviembre de 1997, pagina 18. Un 

ciudadano, interpuso acción de tutela, en contra 

del gerente regional de Telecom, por no haber 

contestado varios derechos de petición, que había 

realizado el accionante, solicitando información y 

realizando un reclamo, por mala prestación del 

servicio público de telefonía. Consideramos que si 

bien es cierto, que el derecho de petición es un 

derecho fundamental, este debería reglamentarse, 

pues como en este caso, la situación del mal 

servicio, debió solucionarse, por medio de la 

superintendencia de servicios públicos, y no por 

la tutela. 

 

 

 

 



  

2.20.  NO ES PÚBLICO  

 

Reseñada el 13 de mayo de 1998, pagina 10. La 

unión de comerciantes de la ciudad de 

Chiquinquirá, interpuso acción de tutela, en 

contra de la alcaldía de esa ciudad, pues en el 

lote frente al terminal de transporte, serían 

construidas unas casetas. Los comerciantes 

argumentaban, que este era espacio público, y que 

por lo tanto no podía la alcaldía, disponer de 

estos terrenos. El fallo de tutela, no concedió la 

razón a los accionantes, diciendo que el lote en 

cuestión, pertenecía al terminal de transportes, 

luego no era de uso público. Nos sigue pareciendo 

extraño, que cuestiones como estas, sean 

solucionadas por medio de la tutela, pues estos 

asuntos, corresponden a la justicia ordinaria, mas 

aun donde no se ve la amenaza o violación de 

derechos fundamentales. 

 

 

 



  

2.21.  ENTUTELADA RECTORA DEL SIMÓN BOLÍVAR 

 

Reseñada el 2 de junio de 1998, pagina 3. Una 

profesora del plantel Simón Bolívar de Duitama, 

entabló acción de tutela, para pedir la protección 

de su derecho al debido proceso, pues luego de ser 

cambiada arbitrariamente de cargo, y de interponer 

los recursos pertinentes de reposición y 

apelación, estos fueron resueltos por 

negativamente por la funcionaria, sin dar 

oportunidad de que se tramitara la segunda 

instancia. El fallo tuteló el derecho al debido 

proceso, ordenando a la funcionaria accionada, 

conceder oportunamente el recurso de apelación 

contra las decisiones tomadas, enviando lo actuado 

a su superior funcional. Vemos como la tutela ha 

sido y seguirá siendo utilizada como mecanismo 

para corregir las fallas de las actuaciones, tanto 

de la rama judicial, como de la administrativa. 

 

 

 



  

2.22.  FALLAN TUTELA CONTRA CAJACOOP 

 

Reseñada el 10 de julio de 1998, pagina 26. La 

personera municipal de Mongua, interpuso acción de 

tutela, en contra de Cajacoop, pues esta, con sus 

acciones, vulnera los derechos de los niños, 

estudiantes de las escuelas urbanas y rurales del 

municipio, pues el ICBF, había consignado los 

dineros destinados a la alimentación de los niños, 

en dicha entidad, pero ésta en una de sus medidas 

para evitar el cierre de la entidad, decidió no 

pagar estas sumas, esto llevó a que se vulneraran 

los derechos de los niños. En otras épocas, estos 

asuntos llevarían años solucionarlos, por medio de 

la justicia ordinaria, pero con la efectividad de 

la tutela, ya no es problema. 

 

2.23. GUARDIAN MALTRATÓ A UN RECLUSO 

 

Reseñada el 1 de septiembre de 1998, pagina 14.un 

recluso de la cárcel del circuito de Ramiriquí, 

instauró acción de tutela, en contra de las 



  

directivas de la cárcel, por tratos denigrantes e 

inhumanos, por parte de un guardián. El interno, 

solicitó permiso para ser atendido, pues su salud 

se vio afectada por los maltratos recibidos, esto 

fue negado en principio por el director de la 

cárcel, pero luego de 72 horas fue concedido. En 

este permiso, el recluso elevó la queja frente a 

la Procuraduría Departamental, y se hizo examinar, 

dando como resultado una incapacidad de 20 días 

por las heridas recibidas. El fallo ordenó al 

director de la cárcel, cesar todo trato cruel, 

inhumano y degradante, en contra del recluso, e 

iniciar la acción disciplinaria correspondiente, 

en contra del guardián. Vemos como curiosidad, que 

en este fallo, no se protegió el derecho a la 

salud, ni a la integridad física, sino el derecho 

a la dignidad humana, aquel valor primario y 

fundante del Estado colombiano, que no es uno de 

los derechos expresamente reconocidos en la 

Constitución. 

 

 



  

2.24.  TUTELADA U.P.T.C. POR ESTUDIANTE 

 

Reseñada el 18 de septiembre de 1998, pagina 2. El 

Tribunal Superior de Tunja, ordeno a la 

Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colombia 

U.P.T.C., entregar información a un estudiante, 

sobre el manejo de los recursos de la universidad. 

El Tribunal protegió el derecho a la información 

que tiene el estudiante, luego de que la 

universidad se negara a dar dicha información, 

después de varias solicitudes presentadas por el 

estudiante. Bastante curioso, el fallo en 

cuestión, pues consideramos que los recursos de 

esta u otras entidades, es de carácter reservada, 

y si bien es cierto que existe el derecho a la 

información, éste no es absoluto.  

 

2.25.  TUTELA POR ALTA TENSIÓN 

 

Reseñada el 4 de junio de 1999, pagina 17. Por 

medio de una acción de tutela, se pretende que la 

Empresa de Energía de Boyacá E.B.S.A., retire un 



  

transformador o subestación, que se encuentra en 

medio de un sector residencial, pues además, de 

que no tiene protección adecuada para que los 

niños del sector no se aproximen, la E.B.S.A., no 

le realiza el mantenimiento preventivo y el 

aparato hace unos ruidos extraños, y los vecinos 

temen que en cualquier momento explote. Vemos como 

las personas, ante cualquier posible amenaza, 

instauran acción de tutela. En este caso, no 

sabemos si los ruidos que realiza el aparato en 

mención, implican un peligro para la población, o 

si la falta de mantenimiento, se debe a que el 

transformador no la necesita, lo cierto es que sin 

importar el fallo, la conciencia de las personas 

de que la tutela es el mecanismo indicado para la 

solución de todos sus problemas, ha generado una 

gran congestión en la administración de justicia. 

 

2.26.  COLEGIOS DEBEN ACATAR LA LEY  

 

Reseñada el 11 de junio de 1999, pagina ultima. La 

Corte Constitucional, amparó los derechos al 



  

debido proceso, y al libre desarrollo de la 

personalidad de una alumna del colegio La 

Presentación de Tunja, pues este plantel, le 

impuso una sanción no prevista en el reglamento 

interno del colegio, con violación por demás del 

debido proceso, el cual se debe aplicar en todas 

las actuaciones, públicas o privadas. La sanción 

se aplicó, por haber sido vista la alumna, 

hablando con un muchacho, por fuera del colegio, 

mientras aún portaba el uniforme del colegio. 

Anteriormente la Corte, había expresado, que el 

debido proceso debía observarse en todas las 

actuaciones, pero no se había presentado un caso 

como este en un colegio, donde también debe ser 

observado, además porque la medida atentaba contra 

el libre desarrollo de la personalidad de la 

alumna. 

 

 

 

 



  

2.27.  EN DUITAMA FALLAN TUTELA CONTRA GERENTE DE 

ASOCIACIÓN DE TAXIS INDIVIDUALES 

 

Reseñada el 5 de noviembre de 1999, pagina 3. Tres 

socios de una empresa de taxis, interpusieron 

acción de tutela, contra el representante legal, 

de dicha sociedad, para que les fueran protegidos 

los derechos fundamentales, al debido proceso y al 

buen nombre, ya que fueron sancionados sin motivo 

válido con una multa, so pena de sacarlos de la 

frecuencia de radioteléfonos, cosa que se hizo 

efectivamente, por haberse negado a pagar la 

multa, además por radioteléfono se informó de esta 

sanción a los demás taxistas. El fallo protege 

estos derechos vulnerados, y ordena que se revoque 

la sanción y sea comunicada por el mismo medio en 

que se hizo conocer su imposición. El debido 

proceso como ya lo expresamos anteriormente, se 

debe observar en todas las actuaciones, tanto 

públicas como privadas, por tal razón no 

profundizaremos más en este tema. 

 



  

2.28.  POR TUTELA CIERRAN MATEDERO EN SOATÁ 

 

Reseñada el 31 de marzo de 2000, pagina 18. El 

matadero de Soatá fue cerrado, por orden de un 

fallo de tutela, debido a la contaminación del 

ambiente, que estaba generando, además, luego de 

una inspección, se encontró que el matadero, no 

cumplía con las normas básicas de saneamiento 

ambiental, que permitieran su normal 

funcionamiento. Se tuteló el derecho al medio 

ambiente sano, de los vecinos del sector. 

Nuevamente un derecho colectivo es protegido 

mediante la acción de tutela, por cuanto se estaba 

afectando gravemente derechos fundamentales de las 

personas. 

 

2.29.  CON TUTELA, COMUNIDAD UW’A PARÓ OBRAS DEL 

POZO DE GIBRALTAR I 

 

Reseñada el 4 de abril de 2000, pagina 3. Por 

medio de un fallo de tutela, se suspendieron las 

obras del pozo Gibraltar I, que venía realizando 



  

la petrolera Occidental, por considerar que se 

están vulnerando los derechos fundamentales de la 

comunidad Uw’a. Los indígenas alegan, que de 

continuarse con las obras de exploración en sus 

tierras, la permanencia de su cultura se vería 

amenazada. Las comunidades indígenas del país, 

están protegidas, por los artículos 

constitucionales séptimo y octavo, que no son 

fundamentales expresamente, pero que por su 

contenido e importancia merecen especial 

protección. Si embargo queremos resaltar que este 

fallo pudo perjudicar profundamente la economía 

del país, tema al cual no nos referiremos, por 

tratarse de una cuestión muy diferente a la 

abordada en este trabajo. 

 

2.30.  CON TUTELA BUSCAN HACERSE ESCUCHAR 

 

Reseñada el 4 de noviembre de 200, pagina 9. Un 

ciudadano interpuso acción de tutela, reclamando 

los derechos fundamentales a la vida, a la salud y 

al medio ambiente sano, después de que las 



  

solicitudes de los ciudadanos de Duitama no fueran 

oídas por el alcalde. Los ciudadanos pretendían 

que no se volvieran a realizar las fiestas 

tradicionales de la ciudad en la plaza, debido a 

la inseguridad, contaminación y desaseo que estas 

ocasionan. Consideramos esta tutela insólita y 

curiosa ya que nuevamente la acción de tutela es 

utilizada para la protección de los derechos 

colectivos a los cuales nos referimos 

anteriormente, y por esta razón parece que las 

acciones populares no cumplen con las funciones 

para las cuales fueron creadas.    

 

2.31.  ENTUTELARON A LA ALCALDÍA DE SOGAMOSO 

 

Reseñada el 4 de abril de 2000, pagina 8. 

Nuevamente es protegido el derecho al debido 

proceso, vulnerado esta vez por el alcalde de 

Sogamoso, por medio de una Resolución, en la cual, 

el alcalde le exigía a una fundación, decidir 

mediante votación, sobre el ingreso de otras 

entidades a esa fundación. El fallo ordenó 



  

decretar la nulidad del acto. El alcalde revocó el 

acto, pero sin embargo impugnará el fallo, pues en 

el mismo se le ordena declarar la nulidad, y esto 

no es competencia del alcalde. Encontramos como 

curioso en este artículo, que la tutela está 

siendo utilizada, como mecanismo de control 

administrativo, cosa para lo cual no fue diseñada. 

 

2.32.  FALLAN TUTELA POR INCUMPLIR MEDIDAS 

 

Reseñada el 17 de octubre de 2000, pagina  6. Un 

conductor de bus interpuso acción de tutela, 

pidiendo protección del derecho a la igualdad, ya 

que la secretaría de tránsito no le entrego la 

tarjeta de operación debido a que la carrocería 

del vehículo de servicio público, no tenía las 

medidas correspondientes, dispuestas por el 

ministerio de transporte. El fallo de tutela, no 

concedió la protección invocada porque se 

consideró que las medidas impuestas por el 

Ministerio de Transporte, estaban diseñadas para 

proteger la vida de los usuarios del servicio 



  

público. Vemos como en este caso, primaron los 

derechos de la colectividad, sobre el derecho 

invocado por el actor, primó el interés general 

sobre el particular. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



  

3. ESTADÍSTICAS DE TUTELA33 

 

3.1. EVOLUCIÓN DE LA DEMANDA DE TUTELA 

 

En esta gráfica, podemos observar el incremento de 

las acciones de tutela, interpuestas desde la 

instauración de este mecanismo, que a pesar del 

paso del tiempo, han ido aumentando, en lugar de 

ir decreciendo, que era el ideal, pues se pensó, 

que los derechos fundamentales, serían menos 

violados si existía un mecanismo efectivo para la 

protección de los mismos. 

 

                                                                 
33 HTTP//www.cej.org.co Indicadores de Justicia. CORPORACIÓN EXCELENCIA EN LA JUSTICIA 



  

3.2. EGRESOS DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL 

Apreciamos en esta gráfica, que el funcionamiento 

de la misma Corte Constitucional, se ha visto 

congestionada, y se ve claramente como ha 

incrementado el número de sentencias de tutela, 

que ha fallado el honorable tribunal, frente a los 

asuntos de constitucionalidad estudiados. En la 

siguiente gráfica, vemos los expedientes 

seleccionados para revisión. 

CORTE CONSTITUCIONAL -  SELECCION DE EXPEDIENTES PARA REVISION DE FALLOS DE 
TUTELA
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3.3. MOVIMIENTO DE PROCESOS EN LA JURISDICCIÓN 

ORDINARIA 1993 – 1999 

Observamos en esta gráfica, como ha sufrido 

también la jurisdicción ordinaria un aumento 

desmedido en su volumen de trabajo, debido al 

aumento de las acciones de tutela interpuestas, 

tal como lo vimos en la gráfica del punto 3.1., 

veamos la Corte Suprema de Justicia. 

TUTELAS FALLADAS POR LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. 1995-1999
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3.4. MOVIMIENTO DE PROCESOS EN LA JURISDICCIÓN 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA 1994 – 1999 

Vemos como también el aumento de acciones de 

tutela ha incidido en la congestión de la 

jurisdicción contencioso administrativa, al igual 

que en la ordinaria (punto 3.3) 
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4. CONCLUSIONES 

 

La tutela ha dado concreción al Estado social de 

derecho y ha movilizado nuestra estructura 

jurídica al punto, que hoy en día, es uno de los 

recursos judiciales de mayor credibilidad. Desde 

su puesta en marcha, ha mostrado ser una 

herramienta capaz de impulsar el mejoramiento de 

la actividad estatal y de la percepción que los 

ciudadanos tienen de este sistema de justicia. 

 

Sin embargo, la tutela ha generado, como se puede 

observar en el capitulo de estadísticas que  ya 

analizamos, congestión en los diferentes despachos 

judiciales debido a que la gente ha tenido una 

percepción equivocada de procedimiento y ha 

entendido la acción de tutela como un mecanismo 

correctivo de fallas de la justicia ordinaria 

especialmente por su demora, olvidando de esta 

manera su finalidad y objetivo especifico: “los 

derechos constitucionales fundamentales” y su 



  

excepcionalidad como mecanismo transitorio para 

evitar un mal irremediable. Esta excepcionalidad 

ha sido relativizada de tal manera que en la 

práctica muchos asuntos litigiosos han terminado 

decidiéndose por la vía de tutela, que no solo es 

inadecuada para resolverlos, sino dañina para la 

garantía del debido proceso y el derecho 

fundamental de acceder a la administración de 

justicia. 

 

Teniendo en cuenta nuestra investigación en el 

periódico Boyacá Siete Días y las razones 

anteriormente expuestas, podemos concluir que la 

acción de tutela, es un mecanismo que constituye 

una figura bien intencionada y establecida en un 

Estado social de derecho dentro de un marco 

constitucional, pero es una figura que no ha sido 

muy bien diseñada que a causado congestión en la 

administración de justicia por su utilización 

indebida.    
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